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En las úft¡nas décadas, las NTIC han ten¡do tan patente desaflollo que tas
¡nst¡tuc¡ones del seclor pública prcducen gnndes nasas clocunentales con
¡nformac¡ón genercda cama consecuenc¡a de sus act¡v¡dades.
En la región, el derecho a la infonnac¡ón, espectf¡camente la que se as¡enta
en los documentos corr¡entes se ha cansütuida en notivo de debate luego de
las resticciones ¡npuestas par las d¡ctaduras y la carencia de leg¡slac¡ón
archiv¡stica,
Este trabajo se propone mostrat un ejenplo, que podria decirse es ]a sim¡ente
para una legislación de archivas futun en Uruguay- Se anal¡za aquf el pÍoyecto
de ley Derecho a la ¡nfoÍnac¡ón y acc¡ón de Habeas Data, que fuera aprobado
por la Cáñara de D¡pulallos y que en este momenta se encuentra deten¡do
en la Cánara de Senadores de la Repúbl¡ca Or¡ental del Uruguay.

r. rNTRoDUccróN

La necesidad de información es tan vital q ue aun a ntes de la invención de la escritura en
las sociedades prehistóricas, los ancianosy los chamanes eran, por lo general,los depositaños
de la "sabidurfa", es decir, de Ia información que las propias sociedades iban recabando en
su diariovivir

Posteriormente, la escritura posibilitó el acopio de información apareciendo entonces la
necesidad de conservar o guardar los soportes que la conteníañ. Así lo reconocieron las
civilizaciones asentadas en la Mesopotamia y el valle del Nilo las que desde el cuarto milenio
antes de Cristo establecieron ciudadescon orcanizacionesdonde la escritura hía a desempeñar
un papel fu ndamental. En Sumeria se han eñcontrado vestigios de los que se creen han sido
los priñeros archivos, tablillas de arcilla con escritura cuneiforme en las que los habitantes
dejaron testimonio de sus actividades administrativo contables.

Más tarde durante la Edad Media y la Edad lvodema ymn documentos en soporte papel
seconfomaÉn los archivos más ricos de Europa, que hasta hoy permanecen. En lberoamérica,
sólo existen archivos posteriores al descubrimiento porque aunque se tienen noticias de la
existencia de registros de arecas y mayas, éstos fueron destruidos en la Conquista.

'Presid6rte de la Comisión de Selección Documentaldela l.Jnversdaddeia Repúbti@. Prolesoraen ta Carera
deArchivología de la EUBCA.
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La administración ibérca en América, heredera de la tradición judicial inspirada en el
Derecho romano, mn unafuerte burocracia generó los documentos, queaún hoy, a pesarde
grandes pérdidas, podemos e n contrar en nuestros repositorios.

Actualmente, en los países del N4ercosur, las adm nistraciones del sector pú blico, asistidas
porlaTIC producen grandes masas docu¡nentales en variados soportes, que son mantenidas,
en muchoscasos, con escasa organización, conformando lo que erróneamente denominamos
archivos. La infomacióñ que esta documentación posee, a menudo, cone elriesgo de pérdida,

debido a la falta de políticás de gestión de docume¡tos y de legislación archivística.

En este contexto este trabajo se propone mostrar un ejemplo, que podría decirse es la
simiente para una leglslación de arch ivos futu ra en Uruguay. Nos referimos alp¡oyecto de ley
titulado Derecho a la ¡nformac¡ón y acc¡ón de Habeas Data que fuera aprobado por la
Cámara de Dipulados y que eñ este momento se encuentra detenido en la Cámara de
Senadores de la República Oriental del Uruguay. La investigación fue comenzada en setiembre
de 2002, culminando con las últimas entrevistas en abril de 2003.

2. ACCESOA LA INFORMACIÓN ARCHIViSTICA

A partir de las últimasdécadas, en que lastecnologías de la información y comunioación
han tenidotan potente desarrollo,la información ha ocupado un lugarde privilegio en todas
las aclividades del hombre.

En a región, elderecho a la información archivistica, generadaen elcumplimiento de las
actividades delsector público, específicamente, elacceso a la información que sé as enta en
los documentos corrientes y semicorrientes, sobre iodo, se ha constituido en motivo de
debate luego de las restricciones impuestas por las dictaduras militares. Los ciudadanos
exigen cada vez más, y como paso imprescindible para ei fortalecimiento de la democracia,
la transpare¡cia en ias acciones del Estado y la posibilidad de su escrutinio.

En realidad, no es ninguna novedad que el acceso a losarchivos haya sido desdesiempre
limitado. Desde los inicios, los documentos fueron conservados en secreto, con rigurosa
protección, recién a partirdelSiglo XIX comenzó la liberalización de los fondos- En Europa,
el prlmer anlecedente lo registra la ley sobre la libedad de prensa sueca de 1766, que
autorizó el acceso a los documentos oficiales.

En Francia, la Declaración de los derechos del hombre de 1789 planteó el principio muy
innovadorde losdeberesde las ad ministraciones frente a losciudadanosi "La sociedad tiene
el derecho de pedir cuentas a cualquier agente público de su administración". Principio
conoretado en elArticulo 37 de la ley sobre la organización de los archivos de TMesidor,Año
ll de la 1á Republica Francesa que dice: "Cualquier ciudadano podrá pedir en los depósitos,
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en los días y horas que se fijarán, que se les comuniquen los documentos que contienen;
esa comunicación se dará gratuitamente..., tomando las medldas de vigilancia apropiadas".
Este principio denominado con razón DeclaÉción de losderechos delhombre en mater¡a de
archivos, señaló el comienzo de la época de acceso a los archivos.

Durante el siglo XlX, fueron los erudilos y los historiadores, los benefciarios de este
derecho. "Fue la época en la que la Historia se afirmócomo ciencla, basada sobreelestudlo
dkecto de los documentos originales, con melodologia nueva e interés por las fuentes".
(Canavaggio, 2000)

"En realidad, fue solamente a partir del final de la segunda guerra mundialcuando la noción
de accesibilidad de los archivos, hasta entonces casi exclusivamente vinculada con la
iñvesligación histórica, asurniótoda su slgnilcación, de modo que paulatinamente, los modernos
grandes medios de información recurrieron cada vez más a los archivos". (Wagner, 1985)

Sin embargo, f¡ente al interés cada vez mayor de los nvestigadores, los Estados,
mayormente los autoritarios, reconociendo la importancia que revísie a información, no sólo
la que ob¡a en los archivos históricos, sino también la de los archivos administrativos, trataron
de limitar el acceso a los documentos, considerando que los intereses del Estado están
siempre poren6ima de los intereses de los ciudadanos.

Un sistema poliiico democrático y liberaldeberia considerarque sólo la c¡municacióñ fuida
de la información contenida en los documentos oficiaies y la ausencia de limilaciones a su
acceso es lo que determinará su nivei de madurez. La democracia tiene que sertransparente
y uno de los caminos de la transparencia es la carencia de rest¡icciones a la posibilldad de
accederde las fueñtes de infomación que permite a los ciudadanos co¡sultar librer¡enie los
documentos y fiscalizar los acios de los polÍticos y los funcionarios.

Veamos lo que eslá sucediendo en Uruguay en materia de legislación, que no se puede llamar
estrictamente «archivística», pero que liene estrecha relación con esos soportes de infon¡ación
queson los documentos ysu acceso a ellos tanto en la lase administrativa como en la histórica.

3. PROYECTO DE LEY: DERECHO A LA INFORMACIÓN YACCIÓN DE HABEAS DATA]

Contexlo

Las razones que levaron al estudio y elaboración del proyecto de ley Derecho a la
información y acción de habeas daia proceden delaño 1996, y refirieron fundamentalmente a

dos temas. Primero, la existencia de un vacío de derecho en cuanto a que el país por

rP.oyecto de Ley de a aulo.ia delDr DanielDiaz lMayn¿rd cor asislenca delDr Hlander
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dislintos instrumentos internacionales estaba, yestá, obligado a reglamentar el derecho
a la información y Uruguay no lo había consagrado legalmente.

Un ejemplo de este vacio es la Deciaración Universalde los Derechos humanos, adoptada
y proclamada por la Asamblea Generalde las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948,
asamblea en la que Uruguay participó y adoptó y que posteriormente no reglamentó en lo
que atañe alderecho a la información. La Declaración manifiesia en suArtículo 1B que «Todo
individuotiene derecho a la libertad deopinión yde expresión;este derecho iñcluye elde no
ser molestado a causa de sus opiniones, e de investigar y recibir informaciones y opin iones,
y el de difundirlas sin limitación de fronte¡as, po¡ cualquier medio de expresión». ,

Segundo tema, que llevó a la redacción del p¡oyecto, es el que tiene que ver con
determinados hechos que se dieron en la sociedad uruguaya a mediados de la década del
90, por ejemplo la aparición de archivos referentes a información «ideológica» sobre los
ciudadanos que existían en elEstado y que en aquelmomento fueron entregadosa un medo
periodistico.

Estos sucesos h icieron reflexionar y ver que no pod ía dilatarse más el vacío del derecho a
la información, yqueéstedebía seradecuado a las obligaciones internacionalesde la Repúbfica.

Las dos situaciones señaladas llevaron a la elaboración de un proyecto de leyalDr. Daniel
Díaz l\,4aynard y a su asjstente ycolaborador Dr Nils Hilander, ya la presentación delmismo en
elpadamento para su estudio. La historia posterior del proyecto es lo que se veÉ a continuación.

Recorr¡do del Proyecto

El Proyecto de ley Derecho a la lnformac¡ón y acc¡ón de Habeas Data se presentó a
mediadosde la legislatura anterior3, fuetratado en la Comisión de Constitución de la Cámara
de Diputados y luego quedó allí, sin mayor avance. Al inicio de la actual legislatura fue
nuevamente presentado, y allítomó otro empuje. Elmismo texto deldiputado Díaz l\y'aynard,
se sacódelarchivo y pasó parasu estudioa la Comisión de Constitución,la quetrabajó en
torno a él largamente.

Finalmente, concluido elanálisis en el mes dejunio de 2002, ¡a Comisión de Co¡lsiitución
elevó un informe alplenariode la Cámarade Diputados aconsejando la aprobación delproyecto.
A consecuencia de ese informe elplenario de la Cámara lo incluyó en elorden deldía. porfin,
el 08 de octubre del pasado año, fue tratado y aprobado el texto resultante de la discusión,
resolviéndosecomunicarloalSenado-

'?Declaración Unversalde los Derechos humanos. Resotución de aAsambtea Generatde las Naciones Unidas.
217 A (iii) de 10 de d ciornbre de 1948.

3 Legislálura I 995-2000.
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Ese fue el último acto parlamentario relacionado con el proyecto Desde ese momento,

se puede decir, duerme en elSenado de la RepÚblica.

Texto actual del proyecto

H ubo variantes en el texto del proyecto que fuera presentado por el diputado Díaz l\,'laynard.

En primertérmino, a este texto se le hicieron modifcaciones en la Comisión de Coñstitución

de la Cámara de Diputados, y otras más en el plenario de la Cámara. Con ellas lo aprobó

En este texto están contempladas todas las modificaciones productode los distintos puntos

de vista de los legisladores durante el proceso de discusión.

Es preciso señalar, que cuando se remitió el texio desde la Comisión de constitución al

plenarjo de la Cámara para su discusión, se elevó con elvoto unánime de los integrantesdeesa

comisióñ en la que había representantes de todos los partidos políticos 6on representación

parlamentaria. Pero, cuañdo se trató en el Plenario aparecieron algunas resistencias, algunas

diferencias, que llevaron a queelPartido Colorado no lo votara. Hubo legisladoresde este partido

que estuviero¡ de acuerdo con elproyecto pero que entendieron que requería masestudio.l

(A pesarde que hacia mas de tres años que habia sldo extensamente estudiado).

Quienes redactaron elproyecto procuraron hacer un programa mínimo que contemplara

acabadamente el derecho a la información coniuntamente 6on el respeto al derecho a la

intimidad. lntentaron quefuera un mecanismo efciente para poderaccedera la información,

tantola que se producey sealmacenaen losorganismos pÚblicos como también la geñerada

yguardada en los organismos públicos de derecho privado.

Se entendió que en el ordenamiento iurídico uruguayo no estaba debidamente contemplado

el derecho a la información. Entonces, se procuró consagrar expresamente un mecanismo
que reglamentara ese derecho y que adeñás reglamentara la garantía de ese derecho: lo

que se llama la acción de Habeas Data.

Habeasdata que sig n ifca tener el dato. en este proyeclo supone la posibilidad de recurrir

a lajusticia, si la información solicitada por un ciudadano es negada, o si es brindada con

errores, y en caso de que orgañismos estatales o personas públicas de derecho privado

posean información queviolente elderecho a la intimidad, prevé la posibilidad de su eliminación

En defnitiva se inientó la reglamentación del derecho a la información con su corelativo derecho

a la intimidad y se pretendió dotar a los habihntes de una garantia que es la acción judicial de Habeas

Daia. tá posibilidad de rcqlnir a loslribunales cuando se eniiende vblenlado el derecho a la i¡fomacjón

;üñiiáiTiiliGi 
" "t¡,o. 

D ario de sesiones de a cámara de Represe¡hntes N' 3071 , r\4ontevideo, 08 de
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Partiendo de¡ contenido del artículo 18 de ia Declaración Universal de los Derechos
Humanos, pero focalizándolo en la información, elArtículo primero di6e:

Artículo'lo.- Todos lo habitantes de la República tienen derecho a solicitar y recibk
información. Estede¡echo comprende la libertad de búsquedayde investigación, deopinión,
de expresión ydé dífusión del pensamiento.

Diferenc¡as entre los part¡dos polit¡cos

El tema central por el cual se plantearon diferencias entre ios part¡dos políticos que
integran la Cámara de Diputados, fue elde la información que puede llamase «privilegiada»
delestado o de «inteligencia». Para brindala, se pretendía una formuia articulada poria cual
el Estado se encontrara en condiciones de negar información, de estas características,
sobre los ciudadanos, que estuviera conservando «secretamente»,

Enelplenario de esa cámara se aprobó, pormayoría, un texto que establece una seriede
limiiaciones alacceso de la información «privilegiada». Es decirelderecho que po¡ razones
de seguridad habi¡ite al Estado, bajo ciertas restricciones, la ¡eserva de esa información.

Eslabléce el «Artículo 3o.- Toda persona podé solicitar a los organismos estatales o personas
públicasdederecho privado, nacionales o departamentales, siñ necesidad de mandatojudicial,
que se le permita consultar o se le expida copia auténticá de los documentos de cualquier
natuÉleza que obraren en poderde aquéllos, conteniendo información relativa alsoJicitante.

Los l\/inisterios de Defensa Nacional e lnterior, la Dirección Nacional de Aduanas y la
Dirección ceneral lmpositiva podran negarse a proporcionarinformación, con resoluciónfundada
dictada por sus jerarcas, cuando la investigación desarrollada por sus servicios refiera a
conductas presuntamente ¡lícitas, cuya difusión pueda constituir una alteración del orden
público, poneren riesgo los intereses de la población o frustrar elresultado de la misma».

Es decir, se estableció expresamente cuales son los fundamentos que tienen que úsar
esas dependencias u organismos del Estado para poder negar la información, sin peiuicro
de que sise llega a la instancia jud icjal dei ejercicio de la acción dé Habeas Data, que prevé
el proyecto de ley, eso pueda ser revisado por Ia justicia. Eljuez competente sería quien
determina¡ía en última instancia el derecho a la información en estos casos.

Reflex¡ones del coautor del proyecto5

«Se interpreta que sieste proyecto o un proyecto similar, que contemple elderecho de
habeas data, es aprobado, se va a producjr un susta ncial avance con relación a la situación
5 Exrráctos de a 6¡veEación manlenida con etDr N ts Hiander etdía 28 de abritde 2oo3
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en que el Uruguay se encuentra actualmente, De cualquier manera, es sabido que este
proyecto como toda obra humana es perfectible, podría hacérsele agregados, etc. pero creemos
que su consagfación sería un avance muy importante»-

Es preciso recorda¡ que previo a la aprobación de este proyecto por la Cámara de
Diputados en octubrede2002, existió un hecho,la solicitud de información de un periodista
a la fiscalía de Corte, sobre los fundamentosjurídicos que llevaron a la negativa a otorgar la
extradición de militares uruguayos solicitada por lajusticia argentina. Esa información fue
negada al periodista que recurrió a una acción de amparo, que finalmente le respaldó ese
derecho, y la fiscalía después de mucho tiempo, tuvo que entregaresa documentación al
periodista.

Analizando este caso, podría decirse que, de cualquier manera, el derecho está
contemplado. En realidad no es exactamente así, porque la obtención de la información
solicilada fue el resultado de una acción de amparo, que es un hecho muy excepcional,
muy particular. Fue el criterio de un magistrado que entendió que en base a los principios
generales del derecho debería accederse a lo solicitado y que luego fue confirmado. Pero,
endefnitiva, es un hechoaislado, no es la reglamentación concreta y específca delejercicio
del derecho de la acción de Habeas Data, con su correlativa garantía procesal.

«Entonces, parecíaque, atodasluces,era imprescindible un proyecio de esta naturaleza».
Por supuesto que hay una serie de áreas, que se podrían decir adyacentes o igualmente
impo¡tantes que también merecían ser reguladas. Una de ellas es el cáso concreto de la
regulación de los datos «sensibles». Se pretendió proieger, y se cree que el proyecto lo
logra, el derecho a la intimidad, que es una de las restricciones al ejercicio, si se quiere
irrestricto, delderecho a la infonracióñ».

«Y porsupuesto que hay más áreas señsibles que requerirían legislación. Por ejemplo,
cuando se habla de esa materia la¡ cercana, que es la materia archivística y la que atañe a
la documentación corriente, es evidente que nuestro pais necesitaría una ley de gestión de
documentos que regule su adminishación durantetodo elciclo de vida de éstos».

El proyecto de Habeas Dala, es un primer paso, un avance, en una dirección en la que
todavia no se ha lrabalado en nuestra legislación.

En varios ámbitos suele ocurrir que existe tensión enhe el derecho y la realidad y por
diversos motivos muchasvecesla realidadva más adela nte que el vetusto aparato legislativo
ojurídico, y eso es preocupante.

Por eso, este proyecto, hasta que llegó al plenaaio de la Cámara de Diputados, hacía
presagiaralgo realmente novedoso, o porlo menos poco frecuente, que foeelconsenso
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generalde todo elsistema políiico con representación parlamentaria entorno a un articulado
en el que en algunos aspectos podría haber discrepancias o diferencias pero que eran
menores y muy genetales, en ese momento.

«Lamentablemente, aun luegode la discusión parlamentaria, alg unas diferencias todavia
existen y hacen dudarqLre este proyecto sea finalmente tratado y aprobado por elSenado y
que luego, sea sancionado como ley».

Papel de la Soc¡edad C¡v¡l

Se está produciendoen los últimos años un carnbio a nivelde la socledad civilen toda la
región del l\/ercosur Ocure que los partidos políticos han ido tomando conciencia de la
separación entre las necesidades y aspiraciones de la sociedad civil y sus respuestas a
ellas.

En el Uruguay clásico, elsistema de partidos respondía en cierta medida a los inlereses
de la sociedad civil. Ocurrió, quizás en la últimadécada, que eltema de la faltade respuesla
se fue rnanifestando con más claridad. Se empezó a crear una especie de brecha o de
zanja en la cual no todas las aspiraciones de la sociedad civil se veían reflejadas en los
partidos políticos.

La sociedad civilen los últimos años ha comenzado a hacerse sentiren distintos aspectos.
Le ha hecho notara los partidos políticos que noestán respondiendoa sus expectativas. Los
partidos lo han advertido a través de una labor muy sacrifcada de la sociedad civilque le ha
exigido un esfuezo muy grande y cuyos resultados no han sido inmediatos.

Un ejemplode ello lo constituye en Uruguay, elde la «Comisión para la paz», creada por

el Poder Ejecutivo para averig uar el destino de los desaparecidos durante la dictadura militar
(1973-1984). Dealguna manera, su implementación fue el producto tanto de la presión política

de uno de los partidos politicos (Frente Amplio) como de una larguísima elaboración y de
años de trabajo de las asociaciones de Derechos Humanos y de Familiares de desaparecidos
reclamando por un ámbito en elque el Estado finalmente diera respuesta a interrogantes a

las que se pretendía dar la espalda.

La propia trabazón del sistema de partidos uruguayos, con dos bloques bien marcados
de sectores trad icionales, porun lado, y la llamada izquierda por oko, hacen que a veces no
se puedan zanjar fácilmente esos temas en elparlamento.

Es este el caso del Proyecto de Habeas data que como se ha dicho sigue detenido a ia
espera de tratamiento en el Senado de la República. Allí, la consagración del derecho a la
información de los ciud¿danos. pareciera, no correr prisa.
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4. PARATERMINAR

Como ya se ha di6ho, la legislac¡ón en materia de archivos no abunda en los países del
Mercosury la que hay es tan escueta que no regula claramente elacceso a la información.
En uruguay, el proyecto de Derecho a la informac¡ón y acc¡ón de Habeas Data, parecía
poner luz verde para la prosecución del dictado de normativa archivística. No ha sido asi y
hasta ahora elmás perjudic€do poresta situación es elciudadano que requiriendo información
está en las manos y allbre albedrío del burócrata de turno que tiene elpoder de autorizarla
o negarla. La política de los gobiernos uruguayos parecería ser la de no tener politica
archivistica,en realidad, unaformadeteneda.

Laviejaforma dedominación era Ia violencia,la nueva, el disciplinamiento de los cuelpos
y elconvencimiento de losespíritus. Esa nueva forma de control social requ iere la información
comoeje alimentador de todos los micro-poderes que han sustituido aldemasiado visible y
antiguo gran poder. (Foucault, 1 985)

La antedicha tesis foucoltiana insiste precisamente en el valor que la información tiene
para el ejercicio de ios poderes, pero nosotros también podemos advertir el revés de esta
trama y considerarque elderecho a la informac¡ón es una de las a¡mas más importantes que
puede poseer el cjudadano ante los poderes. Deesta manera,la infomación tiene una dobie
faceta, estanto una herramientade las autoridades como de las libertadesde los individuos.
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